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a Sala Laboral del Tribunal Su-
perior de Justicia (TSJ) de Cór-
doba admitió parcialmente un 

recurso de casación de la parte acto-
ra, dejó sin efecto la aplicación retro-
activa de la ley 27742 respecto de las 
indemnizaciones agravadas de los 
artículos 1 y 2 de la ley 25323 y 80 de 
la Ley de Contrato de Trabajo (LCT), 
rechazó el incremento del artículo 2 
y admitió los correspondientes al ar-
tículo 1 y al artículo 80 con alcances 
específicos. A la vez, mantuvo el re-
chazo del planteo referido al supues-
to impago de la indemnización deri-
vada del despido sin causa. 

El tribunal, integrado por Luis An-
gulo, Luis Rubio y Domingo Sesin, 
consideró inadmisible el cuestiona-
miento de R. I. M. sobre el valor atri-
buido al recibo de liquidación final. 
Señaló que la impugnante insistió 
en que había firmado en blanco, pe-
ro no demostró un vicio lógico en el 
razonamiento que valoró no sólo la 
suscripción del recibo, sino también 
el contexto del cese: se trató de un 
despido sin causa, simultáneamen-
te se firmaron la baja ante la AFIP y 
la restante documentación laboral, 
sin reservas, y transcurrieron diez 
meses antes de intimar por el su-
puesto incumplimiento. 

También descartó que resultara 
decisivo que la liquidación no hu-
biera sido depositada en la cuenta 
sueldo, porque el juzgador había 
considerado esa circunstancia y 
concluido que no existía norma 
que impusiera esa modalidad de 

pago. Tampoco encontró demos-
trada la incidencia de la pericia 
contable invocada. 

Distinta solución adoptó res-
pecto de la aplicación temporal de 
la ley 27742. El TSJ recordó que su 
artículo 237 estableció su vigencia 
desde el 9 de julio de 2024 y que no 
contiene una disposición especial 
que otorgue retroactividad a las in-
demnizaciones agravadas deroga-
das. La situación debía regirse, por 
tanto, por el artículo 7 del CCCN y 
por la normativa vigente cuando 
ocurrieron los hechos. 

 
Principio 
El Alto Cuerpo descartó asimismo 
la aplicación del principio de la ley 
penal más benigna. Explicó que, 
más allá de que estas consecuen-
cias puedan denominarse multas 
o indemnizaciones agravadas, su 
naturaleza es específicamente re-
paratoria frente al incumplimien-
to contractual laboral y no penal. 
Las obligaciones de registrar co-
rrectamente el vínculo, pagar las 
indemnizaciones correspondien-
tes al despido sin causa y entregar 
las certificaciones laborales inte-
graban el contrato a partir de nor-
mas de orden público y estaban 
protegidas mediante reparaciones 
tarifadas que, además, cumplían 
una función disuasoria. 

En consecuencia, el fallo sostu-
vo que la sentencia es declarativa y 
no constitutiva de derechos y debe 
aplicar la legislación vigente al 

tiempo en que se produjeron los 
hechos, que en este caso fueron 
anteriores a la ley 27742. 

Al analizar concretamente los ru-
bros, respecto del artículo 80 de la 
LCT, la decisión señaló que se había 
comprobado la falta de entrega de 
la documentación y ordenado su 
confección. La indemnización pre-
vista en esa norma se tornará ope-
rativa si se incumple la obligación 
de entrega ordenada judicialmente. 

En cuanto al artículo 2 de la ley 
25323, el TSJ consideró que el des-
pido con pago de la liquidación fi-
nal y el reclamo de una jornada su-
perior a la real justificaron la con-
ducta de la empleadora P. A. R. Por 
ello, la eximió del incremento in-
demnizatorio utilizando la facul-
tad prevista en la propia norma. 

Finalmente, el alto cuerpo con-
firmó que la prueba testimonial y la 
falta de exhibición del libro del artí-
culo 52 de la LCT permitían tener 
por acreditado que el ingreso había 
ocurrido el 23 de febrero de 2007, 
antes de la fecha registrada. Admi-
tió así la indemnización del artículo 
1 de la ley 25323, pero dispuso cal-
cularla únicamente sobre el perío-
do de clandestinidad laboral com-
prendido entre el 23 de febrero de 
2007 y el 5 de abril de 2010. Las cos-
tas de la casación fueron impuestas 
por el orden causado. 
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Anulan reducción de honorarios 
que perforó el mínimo legal  
sin dar razones 
La Corte Suprema de Justicia de 
la Nación (CSJN) hizo lugar a la 
queja de dos abogados, declaró 
procedente su recurso extraor-
dinario y dejó sin efecto la sen-
tencia que había reducido sus 
honorarios de 22 a 14 UMA, al 
considerar que la decisión care-
cía de fundamentación suficien-
te, se había limitado a invocar 
genéricamente pautas legales y 
no había explicado por qué se 
apartaba del mínimo de 20 UMA 
previsto para las acciones de 
amparo por la ley 27423. En con-
secuencia, ordenó devolver las 
actuaciones al tribunal de ori-
gen para que se dicte un nuevo 
pronunciamiento. 

La controversia se originó en la 
regulación de los honorarios de 
los abogados S. D. y G. F. M. por 
su actuación en un proceso de 
amparo. El juez de primera ins-
tancia había fijado sus emolu-
mentos en 22 UMA en conjunto, 
con fundamento en distintas dis-
posiciones de la Ley de Honora-
rios Profesionales de Abogados, 
Procuradores y Auxiliares de la 
Justicia Nacional y Federal 
27423. Sin embargo, tras las ape-
laciones interpuestas, la Sala I de 
la Cámara Nacional de Apelacio-
nes en lo Civil y Comercial Fede-
ral redujo esa suma a 14 UMA. 

Para justificar la disminución, 
la alzada señaló que había pon-
derado el tipo de acción promo-
vida, la extensión y calidad jurídi-
ca de la labor desarrollada y el re-
sultado obtenido. Los profesio-
nales cuestionaron esa decisión 
mediante recurso extraordinario 
y sostuvieron que establecer una 
regulación inferior a 20 UMA 
contravenía el art. 48 de la ley 
27423. También alegaron que la 
sentencia contenía una funda-
mentación meramente aparente 
y vulneraba sus derechos consti-
tucionales de propiedad y defen-
sa en juicio. Denegado el recurso 
extraordinario, acudieron en 
queja ante la CSJN. 

Ésta recordó que, como princi-
pio, las cuestiones vinculadas 
con regulaciones de honorarios 
realizadas en las instancias ordi-
narias son ajenas al recurso ex-
traordinario y que la doctrina de 
la arbitrariedad tiene aplicación 
particularmente restringida en 
esa materia. No obstante, señaló 
que existe una excepción “cuan-
do la decisión carece de funda-
mentación válida que la sustente 
por basarse en afirmaciones dog-
máticas”, con afectación de las 
garantías constitucionales de 
propiedad y defensa en juicio. 

 
Pautas 
La CSJN destacó que el art. 16 
de la ley 27423 establece dife-
rentes pautas para determinar 
los honorarios, entre ellas el va-
lor, motivo, extensión y calidad 
jurídica de la labor; la compleji-
dad y novedad del asunto; la 

responsabilidad profesional; el 
resultado obtenido y la trascen-
dencia económica y moral de la 
cuestión. La misma disposición 
establece que los jueces no pue-
den apartarse de los mínimos 
legales, que revisten carácter de 
orden público. A su vez, el art. 
48 determina que, cuando no 
resulte posible aplicar la escala 
prevista para procesos suscep-
tibles de apreciación pecunia-
ria, en las acciones de amparo 
deben aplicarse las pautas del 
art. 16 “con un mínimo de vein-
te (20) UMA”. 

En ese marco, el tribunal con-
sideró que la reducción dispues-
ta incumplió también el art. 15 de 
la ley, que exige que toda regula-
ción sea fundada y practicada 
con cita de la disposición aplica-
da y advierte que “la mera men-
ción del articulado de esta ley no 
será considerada fundamento 
válido”. La cámara se había limi-
tado precisamente a citar nor-
mas y mencionar genéricamente 
algunos criterios, sin explicar 
concretamente cómo los traba-
jos realizados justificaban dismi-
nuir los honorarios. 

Además, la sentencia recurrida 
no había considerado al juicio 
susceptible de apreciación pecu-
niaria ni explicado por qué co-
rrespondía fijar una suma infe-
rior al mínimo de 20 UMA. Tam-
poco declaró la inconstituciona-
lidad del art. 48 ni proporcionó 
alguna argumentación plausible 
que permitiera prescindir de ese 
límite legal, pese a que la norma 
había sido expresamente invo-
cada por los recurrentes. 

Por esas razones, el fallo con-
cluyó que el pronunciamiento 
no satisfacía la exigencia de una 
“aplicación razonada del dere-
cho vigente con adecuada refe-
rencia a los hechos comproba-
dos de la causa” y debía ser des-
calificado conforme a la doctrina 
de la arbitrariedad. El juez Ricar-
do Luis Lorenzetti, en voto pro-
pio, coincidió en que la reduc-
ción había sido fundada única-
mente mediante pautas genera-
les, en abierta contradicción con 
el art. 15 de la ley 27423, por lo 
que también consideró inválida 
la sentencia. 

La ley “Bases” no se aplica  
retroactivamente en indemnizaciones 
laborales agravadas 
El TSJ cordobés entendió que las reparaciones previstas por incumplimientos anteriores 
a la reforma conservan vigencia por su naturaleza contractual y reparatoria 
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